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RESOLUCIÓN OCAS-SO-2-2020-No14 
 

EL ÓRGANO COLEGIADO ACADÉMICO SUPERIOR 
 

CONSIDERANDO 
 

Que, el artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El ejercicio de los derechos se 
regirá por los siguientes principios: (…) 2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, 
deberes y oportunidades. Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma 
jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar 
su reconocimiento. (…) 5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores 
públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su 
efectiva vigencia (…) 9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados en la Constitución (…)”; 
 
Que, el artículo 26 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “La educación es un derecho de 
las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e inexcusable del Estado. (…)”; 
 
Que, el artículo 27 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “(…)  La educación es 
indispensable para el conocimiento, el ejercicio de los derechos y la construcción de un país soberano, y 
constituye un eje estratégico para el desarrollo nacional.”; 
 
Que, el artículo 28 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “La educación responderá al 
interés público y no estará al servicio de intereses individuales y corporativos.  (…)”; 
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las instituciones del Estado, 
sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de 
una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer 
efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.”; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”; 
 
Que, el artículo 350 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema de educación 
superior tiene como finalidad la formación académica y profesional con visión científica y humanista; la 
investigación científica y tecnológica; la innovación, promoción, desarrollo y difusión de los saberes y las 
culturas; la construcción de soluciones para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen 
de desarrollo; 
 
Que, el artículo 355 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “(…) Se reconoce a las 
universidades y escuelas politécnicas el derecho a la autonomía, ejercida y comprendida de manera solidaria 
y responsable. Dicha autonomía garantiza el ejercicio de la libertad académica y el derecho a la búsqueda de 
la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de sí mismas, en consonancia con los principios de 
alternancia, transparencia y los derechos políticos; y la producción de ciencia, tecnología, cultura y arte (…)”; 
 
Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Fines de la Educación Superior. - 
La educación superior de carácter humanista, cultural y científica constituye un derecho de las personas y un 
bien público social que, de conformidad con la Constitución de la República, responderá al interés público y 
no estará al servicio de intereses individuales y corporativos.”; 
 
Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Derecho a la Educación Superior. - 
El derecho a la educación superior consiste en el ejercicio efectivo de la igualdad de oportunidades, en función 
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de los méritos respectivos, a fin de acceder a una formación académica y profesional con producción de 
conocimiento pertinente y de excelencia.  
Las ciudadanas y los ciudadanos en forma individual y colectiva, las comunidades, pueblos y nacionalidades 
tienen el derecho y la responsabilidad de participar en el proceso educativo superior, a través de los 
mecanismos establecidos en la Constitución y esta Ley.”; 
 
Que, el artículo 5 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Derechos de las y los estudiantes. 
- Son derechos de las y los estudiantes los siguientes: a) Acceder, movilizarse, permanecer, egresar y titularse 
sin discriminación conforme sus méritos académicos; b) Acceder a una educación superior de calidad y 
pertinente, que permita iniciar una carrera académica y/o profesional en igualdad de oportunidades; (…)”; 
 
Que, el artículo 7 de la Ley Orgánica de Educación Superior establece que: “ De las garantías para el ejercicio 
de derechos de las personas con discapacidad.- Para las y los estudiantes, profesores o profesoras, 
investigadores o investigadoras, servidores y servidoras y las y los trabajadores con discapacidad, los 
derechos enunciados en los artículos precedentes incluyen el cumplimiento de la accesibilidad a los servicios 
de interpretación y los apoyos técnicos necesarios, que deberán ser de calidad y suficientes dentro del 
Sistema de Educación Superior. Todas las instituciones del Sistema de Educación Superior garantizarán en 
sus instalaciones académicas y administrativas, las condiciones necesarias para que las personas con 
discapacidad no sean privadas del derecho a desarrollar su actividad, potencialidades y habilidades”; 
 
Que, el artículo 8 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Serán Fines de la Educación 
Superior.- La educación superior tendrá los siguientes fines: a) Aportar al desarrollo del pensamiento 
universal, al despliegue de la producción científica y a la promoción de las transferencias e innovaciones 
tecnológicas; b) Fortalecer en las y los estudiantes un espíritu reflexivo orientado al logro de la autonomía 
personal, en un marco de libertad de pensamiento y de pluralismo ideológico; (…) d) Formar académicos y 
profesionales responsables, con conciencia ética y solidaria, capaces de contribuir al desarrollo de las 
instituciones de la República, a la vigencia del orden democrático, y a estimular la participación social (…)”; 

 
Que, el artículo 12 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Principios del Sistema. - El Sistema 
de Educación Superior se regirá por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de 
oportunidades, calidad, pertinencia, integralidad y autodeterminación para la producción del pensamiento y 
conocimiento en el marco del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción científica tecnológica 
global. Estos principios rigen de manera integral a las instituciones, actores, procesos, normas, recursos, y 
demás componentes del sistema, en los términos que establece esta Ley.”; 
 
Que, el artículo 13 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Funciones del Sistema de 
Educación Superior. - Son funciones del Sistema de Educación Superior: j) Garantizar las facilidades y 
condiciones necesarias para que las personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a desarrollar 
actividad, potencialidades y habilidades; 
 
Que, el artículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Reconocimiento de la autonomía 
responsable. - El Estado reconoce a las universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, 
administrativa, financiera y orgánica, acorde con los principios establecidos en la Constitución de la República. 
(…)”; 
 
Que, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Ejercicio de la autonomía 
responsable. - La autonomía responsable que ejercen las universidades y escuelas politécnicas consiste en: 
(…) e) La libertad para gestionar sus procesos internos (…)”; 
 
Que, el artículo 71 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Principio de igualdad de 
oportunidades. - El principio de igualdad de oportunidades consiste en garantizar a todos los actores del 
Sistema de Educación Superior las mismas posibilidades en el acceso, permanencia, movilidad y egreso del 
sistema, sin discriminación de género, credo, orientación sexual, etnia, cultura, preferencia política, condición 
socioeconómica o discapacidad. (…)”; 
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Que, el artículo 93 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Principio de calidad. - El principio 
de calidad consiste en la búsqueda constante y sistemática de la excelencia, la pertinencia, producción 
óptima, transmisión del conocimiento y desarrollo del pensamiento mediante la autocrítica, la crítica externa 
y el mejoramiento permanente.”; 
 
Que, el artículo 90 del Reglamento de Régimen Académico determina que:” (…) En el cuarto nivel o de 
posgrado, el retiro voluntario podrá realizarse siempre y cuando no se haya cumplido más del treinta por 
ciento (30%) de las horas del componente de aprendizaje en contacto con el docente de la asignatura, curso 
o su equivalente. Los casos de retiro por situaciones fortuitas o de fuerza mayor debidamente documentadas 
que impidan la culminación del período académico, serán conocidos y aprobados por la instancia 
correspondiente en cada IES en el momento que se presenten. En caso de retiro voluntario y retiro por caso 
fortuito o fuerza mayor, la matrícula correspondiente a esta asignatura, curso o su equivalente, quedará sin 
efecto y no se contabilizará para la aplicación de lo establecido en el artículo 84 de la LOES referente a las 
terceras matrículas y el artículo 90 del presente instrumento”; 
 
Que el artículo 92 del Reglamento de Régimen Académico determina que:” Devolución de aranceles. - Para 
las IES particulares y cofinanciadas, en caso de retiros debidamente justificados de todo un período 
académico, el máximo órgano de gobierno de la IES determinará la normativa interna en la cual se establecerá 
la instancia que autorizará/gestionará la devolución, el procedimiento y el valor proporcional de los aranceles 
a devolver a los estudiantes. Para las IES públicas, esta devolución aplicará a partir de la segunda matrícula, 
en el caso de tercer nivel. En el cuarto nivel cada IES determinará la normativa y procedimientos 
correspondientes”;  
 
Que, el artículo 17 del Código Orgánico Administrativo determina que: “Principio de buena fe. Se presume 
que los servidores públicos y las personas mantienen un comportamiento legal y adecuado en el ejercicio de 
sus competencias, derechos y deberes”;  
 
Que, el artículo 102 del Código Orgánico Administrativo determina que: “Retroactividad del acto administrativo 
favorable. La administración pública puede expedir, con efecto retroactivo, un acto administrativo, solo cuando 
produzca efectos favorables a la persona y no se lesionen derechos o intereses legítimos de otra.  
Los supuestos de hecho para la eficacia retroactiva deben existir en la fecha a la que el acto se retrotraiga; 

 
Que, el artículo 1 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro establece que: “La Universidad 
Estatal de Milagro, es una Institución con personería jurídica, de derecho público, sin fines de lucro, que goza 
de autonomía administrativa y académica, que propende también a la autogestión económica, con domicilio 
en el Cantón Milagro, Provincia del Guayas. Fue creada mediante Ley No. 2001 - 37, publicada en el Registro 
Oficial No. 261 de fecha 7 de febrero del 2001. Se rige por la Constitución de la República, por la Ley Orgánica 
de Educación Superior, su Reglamento General, Leyes de la República y el presente Estatuto. Su 
representante legal es el Rector”. 
 
Que, el artículo 36 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro establece que: “El OCAS, tendrá 
los siguientes deberes y atribuciones: 1. Cumplir y hacer cumplir las normas y disposiciones establecidas en 
la Constitución de la República, la Ley Orgánica de Educación Superior y su Reglamento, el Estatuto 
Orgánico, y demás disposiciones legales vigentes, para una correcta y eficiente 
organización y funcionamiento de la Universidad (…)”; 
 
Que, el Dr. Richard Ramírez Anormaliza, Vicerrector Académico y de investigación, pone a consideración de 
los integrantes del Órgano Colegiado Académico Superior, el expediente a que hace referencia, respecto a la 
solicitud de devolución del pago de matrícula de la Maestría en Salud Pública - Karina Patricia Burgos Gaibor 
(…); y,  
 
En el ejercicio de las atribuciones que le confiere el Art. 47 de la Ley Orgánica de Educación Superior 
publicada en el Registro Oficial No 298 del 12 de octubre 2010.   

 
RESUELVE: 
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Artículo 1.- De la revisión efectuada al expediente, que se encuentra anexo al Memorando Nro. UNEMI-R-
2020-0385-MEM, los integrantes del Órgano Colegiado Académico Superior; aprueban la devolución de                            
$ 1.400,00 por concepto de matrícula del programa de Maestría en Salud Pública, a favor de Karina Patricia 
Burgos Gaibor. 
 
Artículo 2.- Disponer al Director de Investigación y Posgrado y Director Administrativo y Financiero, actúen 
conforme a lo adoptado en el artículo 1 de la presente Resolución.  
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
Única. - La resolución entrará en vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio de su publicación en la 
página web de la institución www.unemi.edu.ec, en el link documentos institucionales. 
 
Dado en la ciudad de San Francisco de Milagro, a los cuatro (4) días del mes de febrero de dos mil veinte, en 
la segunda sesión del Órgano Colegiado Académico Superior. 
 
 
 
 

Dr. Jorge Fabricio Guevara Viejó                                            Lic. Diana Pincay Cantillo 
                       RECTOR                                                             SECRETARIA GENERAL (E) 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 


